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Introducción

En los últimos años se ha ido consolidando un importante cambio en relación con la actividad de las empresas y su 
impacto social. Frente a la concepción tradicional de que el objetivo fundamental, y casi único, de las empresas es 
su rentabilidad, es decir, aumentar sus beneficios y el valor para sus accionistas, se ha ido abriendo paso la concep-
ción de que las empresas tienen unas obligaciones sociales que cumplir, en lo que se refiere aspectos como los de-
rechos humanos en sus cadenas de suministro, su impacto medioambiental, la propia gobernanza de las empresas.

En este documento de trabajo el propósito es analizar el impacto de estas nuevos condicionantes en la actividad in-
ternacional de las empresas. Se prestará especial atención al marco que se está desarrollando en la Unión Europea. 
Este marco se concreta fundamentalmente en una directiva sobre diligencia debida en cuestiones de sostenibilidad 
y en un reglamento sobre trabajo forzoso.

El trabajo comienza con un epígrafe en el que se analiza a nivel general la creciente importancia de los criterios 
medioambientales, sociales y de gobernanza en la actividad de las empresas. En un segundo epígrafe se analizan 
algunas de las iniciativas que están en curso de desarrollo en la Unión Europea. En el siguiente epígrafe se analizan 
las principales cuestiones que estas nuevas iniciativas pueden plantear a las empresas. Finalmente, en el último 
epígrafe recogemos una serie de conclusiones y recomendaciones, orientadas a facilitar que la consecución de los 
objetivos del respeto a los derechos humanos y la sostenibilidad sean compatibles con los condicionantes con los 
que tienen que operar las empresas.

Una cuestión que cabe plantear de entrada es: ¿a qué nos referimos cuando hablamos de diligencia debida en rela-
ción con los derechos humanos y sostenibilidad en las cadenas de suministro de las empresas? 

La primera tarea que tenemos que afrontar, pues, es definir qué es la diligencia debida en las cadenas de suministro. 
La práctica de diligencia debida puede diferir de una industria a otra, y de empresa en empresa, pero la primera 
función de la diligencia es identificar los riesgos de impactos adversos sobre los derechos humanos, la sostenibili-
dad, el medio ambiente, a lo largo de la cadena de suministro de una empresa.

En primer lugar, la diligencia debida debe servir para identificar los efectos reales o potenciales sobre los derechos 
humanos y la sostenibilidad. En segundo lugar, debe identificar medidas para mitigar esos impactos. En tercer lu-
gar, debe instrumentar esas medidas y evaluar los resultados de su aplicación. 

La responsabilidad sobre la cadena de suministro debe ser compartida por todos los integrantes de la misma, desde 
de los productores de materias primas a aquellos que elaboran el producto final para su venta a los consumidores. 

Una cadena global de suministro comprende la red de empresas, proveedores y distribuidores que se encargan de 
producir y distribuir bienes y servicios a escala global. Implica la coordinación de actividades como el diseño de los 
productos, el aprovisionamiento de materias primas, la fabricación de los productos y su transporte a varios lugares 
del mundo, la comercialización y el marketing.

Las cadenas de suministro globales son con frecuencia complejas e implican a numerosos participantes de dife-
rentes países y regiones. El aumento de la globalización ha llevado a la expansión de las cadenas de suministro, 
ya que las empresas buscan aprovechar los costes más bajos así como acceder a nuevos mercados. La tendencia a 
reducir las barreras proteccionistas en el comercio internacional, así como las mejoras en las comunicaciones y el 
transporte, han favorecido el desarrollo de las cadenas de suministro en las últimas décadas.

En muchas industrias, algunas de las violaciones más graves de derechos humanos se producen en el segmento 
inicial de la cadena de suministro, sobre todo en industrias intensivas en mano de obra como la textil, electrónica 
de consumo, agricultura y minería. En todo caso, todos los participantes en la cadena de suministro son relevantes 
a la hora de establecer procedimientos de diligencia debida.
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La creciente importancia de los criterios ESG

Ya desde hace tiempo ha empezado a aumentar la relevancia en la actuación de las empresas de los denominados 
criterios ESG (de las siglas en inglés Environment, Social Governance). Si antiguamente el consenso mayoritario 
era que el objetivo fundamental de las empresas debería ser la rentabilidad, maximizar los beneficios de sus ac-
cionistas, se ha ido abriendo paso la idea de que las empresas deben tener en cuenta otros objetivos, referidos a su 
impacto sobre la sociedad.

La “E” en ESG se refiere al impacto ambiental de una empresa, considerando aspectos como sus emisiones de car-
bono, la generación de residuos, la contaminación en general. La “S” se refiere al impacto social de una empresa, 
como el trato que da a los empleados, las prácticas de derechos humanos (tanto en el interior de la propia empresa 
como en sus cadenas de suministro y ventas), su impacto en las comunidades en las que opera. La “G” se refiere a 
la gobernanza de la empresa: órganos de gobierno, transparencia en la información que proporciona, diversidad 
en su personal (y en sus órganos de gobierno).

La creación de valor para sus accionistas es un objetivo fundamental para una empresa, pero, de acuerdo con esta 
nueva filosofía, las empresas deben tomar también en consideración el impacto de su actividad sobre las diferen-
tes partes, o stakeholders, sobre las que tiene una repercusión su actividad. Los stakeholders son personas, grupos 
u organizaciones que tienen un interés en un proyecto, organización o iniciativa en particular. Puede tratarse de 
personas o grupos internos a la organización (como empleados y gerentes) o externos (como clientes, proveedores, 
inversores y organismos de la Administración).

Los stakeholders pueden tener diferentes perspectivas e intereses, y es importante que las organizaciones los iden-
tifiquen y tomen adecuadamente en consideración. La gestión eficaz de los stakeholders implica comprender sus 
necesidades, fomentar las relaciones y la comunicación. De esta forma las empresas generarán confianza, crearán 
valor y alcanzarán sus objetivos de manera sostenible y responsable.

Las empresas han asumido que la adopción de criterios ESG en su actuación es una necesidad reputacional, que 
afecta a su prestigio y a su éxito empresarial. 

ESG se configura como un conjunto de criterios utilizados por los inversores para evaluar a las empresas en función 
de sus prácticas ambientales, sociales y de gobernanza. Los factores ESG se utilizan para analizar la sostenibilidad y 
el impacto ético de las prácticas de una empresa. Este análisis influye en las decisiones de inversión que toman los 
inversores (de forma especial los fondos de inversión). Los responsables de las empresas, que necesitan capital en 
un momento dado para la ampliación de su actividad, el desarrollo de nuevos proyectos o la adquisición de activos, 
deben pues prestar atención a la valoración que recibe su gestión en términos de los criterios ESG.

En una encuesta de McKinsey, el 82% de los participantes, empleados de empresas estadounidenses, destacaban 
que “contribuir a la sociedad” y “crear trabajo con sentido” eran sus dos principales prioridades.

Según este trabajo de McKinsey, los consumidores buscan compatibilizar sus decisiones de consumo con sus valo-
res sociales. Los estudios muestran que las marcas con afinidades más estrechas con sus clientes y las comunidades 
tienen un crecimiento más rápido que las marcas que no carecen de esas afinidades1.

La sensibilidad por los temas ESG se está extendiendo a numerosas facetas de la vida económica. Por ejemplo, en 
los últimos años han adquirido un creciendo desarrollo los bonos “verdes”. Se trata de bonos que están diseñados 
específicamente para recaudar fondos para proyectos considerados beneficiosos desde el punto de vista medioam-
biental: proyectos de energías renovables, eficiencia energética, transporte limpio, agricultura sostenible. En su 
diseño y funcionamiento son como los bonos tradicionales, pero los fondos obtenidos se destinan a proyectos 
medioambientales. 

Los bonos “verdes” suelen ser emitidos por gobiernos, empresas u otras organizaciones que se declaran compro-
metidos con la sostenibilidad y el medio ambiente. Los inversores que compran bonos “verdes” pueden obtener un 
rendimiento de su inversión al tiempo que apoyan proyectos ambientalmente responsables.

1	 McKinsey (2023).
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El mercado de bonos verdes ha crecido significativamente en los últimos años. Según Climate Bonds Initiative, una 
organización sin fines de lucro que promueve la inversión en soluciones climáticas, las emisiones acumuladas de 
bonos verdes habían superado a principios de 2023 los 2,3 billones de dólares2.

Se han establecido procesos de certificación para garantizar que estas emisiones de bonos cumplen con ciertos 
criterios ambientales, para evitar que haya emisiones que intenten presentarse falsamente como bonos verdes, en 
lo que en inglés se ha denominado green washing.

El término green washing se refiere a la práctica de presentar de manera engañosa los beneficios ambientales de un 
producto o servicio, con la intención de que los consumidores o inversores crean que el producto es más beneficio-
so con el medio ambiente de lo que es realmente. 

El green washing puede llevarse a cabo de formas diversas: empleando un lenguaje engañoso en la promoción del 
producto hasta suministrando informaciones que no son verdaderas sobre sus beneficios ambientales. 

El green washing se puede aplicar tanto a productos de consumo como a instrumentos financieros como bonos, e 
incluso como un recurso para atraer inversores un proyecto de inversión, tanto mediante participaciones directas 
en el capital como mediante la compra de acciones.

Para evitar el green washing, los consumidores y los inversores deben buscar información fiable sobre el impacto 
ambiental del producto (sea éste un bien de consumo o un instrumento financiero como un bono o un acción). 
Otra alternativa es exigir certificaciones de organizaciones independientes de prestigio, que avalen los beneficios 
medioambientales del producto.

El accidente en 2013 del Rana Plaza, en Bangladesh, marca un hito decisivo en la toma de conciencia sobre las cues-
tiones de sostenibilidad y derechos humanos en las empresas de países avanzados que operan con suministradores 
de países menos desarrollados. 

Muchas empresas de confección occidentales subcontratan producción con productores de países en los que los 
costes laborales son muy bajos. Para ello envían las características del producto, a las que deben ajustarse las em-
presas subcontratadas. Las marcas de moda no son propietarias de esas fábricas, que pertenecen a intereses loca-
les. Las empresas occidentales encargan el producto, que se fabrica según sus instrucciones y que luego es enviado 
a aquéllas que los comercializan a través de sus canales habituales.

El Rana Plaza era un edificio que albergaba varias fábricas de ropa, un banco y algunas tiendas. El 24 de abril de 
2013, el edificio se derrumbó, matando más de 1.100 personas e hiriendo a más de 2.500. Se considera uno de los 
peores desastres industriales de la historia moderna.

El colapso fue causado por la mala construcción del edificio y la sobrecarga de maquinaria pesada y equipos en 
los pisos superiores. El edificio había sido construido en un terreno que no era adecuado para un edificio de varios 
pisos.

La mayoría de las víctimas eran trabajadores de la confección que estaban trabajando en las fábricas en el momento 
del colapso. Las fábricas en el Rana Plaza producían ropa para muchas marcas internacionales conocidas, de acuer-
do con el esquema de subcontratación que hemos mencionado más arriba. 

El accidente puso en un primer plano las malas condiciones de trabajo y los bajos salarios en la industria de la 
confección en Bangladesh. A partir del accidente del Rana Plaza se intensificaron las demandas para mejorar la 
seguridad de los trabajadores y los derechos laborales en las cadenas de suministro con las que se abastecen las 
empresas de los países desarrollados.

Rana Plaza dio un impulso decisivo hacia la asunción de la necesidad de que las empresas asuman la supervisión 
de las condiciones de sus cadenas de suministro y garanticen que sus productos se fabrican de manera responsable 
y sostenible, respetando unas condiciones mínimas laborales. 

A corto plazo un resultado fue el denominado “Acuerdo Rana Plaza”, que se firmó en noviembre de 2013. Se creó un 
fondo destinado a indemnizar a las víctimas y sus familias, incluyendo la compensación por la pérdida de ingresos, 

2	 https://www.climatebonds.net/

https://www.climatebonds.net/
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gastos médicos y rehabilitación. El fondo también prestó apoyo a proyectos a más largo plazo para abordar las 
necesidades de las víctimas y mejorar las condiciones de trabajo en la industria de la confección en Bangladesh.

El fondo fue establecido en bajo la administración de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), en colabo-
ración con el Gobierno de Bangladesh, sindicatos y varias marcas internacionales.

El fondo recibió contribuciones de una variedad de fuentes, incluidos empresas internacionales, gobiernos, sindi-
catos y donantes individuales. Las ONG identificaron cerca de 30 empresas de países de la OCDE que subcontrata-
ban la producción de productos textiles, y que contribuyeron económicamente al fondo.

Un dato significativo es que las ONG que asumieron una posición muy activa en la denuncia de lo que había suce-
dido evitaron llamar a un boicot de productos fabricados en Bangladesh (y otros países asiáticos), algo que hubiera 
tenido consecuencias muy negativas para millones de trabajadores. 

La necesidad de evitar que las medidas que promuevan una actitud más responsable de las empresas hacia el res-
peto de los derechos humanos y de las condiciones laborales no deriven en consecuencias negativas es una de las 
cuestiones clave que se plantean en este tema, sobre la que volveremos más adelante.

El accidente del Rana Plaza dio un gran impulso a la necesidad de que las empresas controlen las condiciones de 
trabajo en sus cadenas de suministro: es responsabilidad de las empresas asegurarse de que, a lo largo de toda la 
cadena de valor global, unas mínimas condiciones laborales son respetadas, a pesar de que las fábricas no sean de 
su propiedad.

La preocupación por los temas de derechos humanos en el comercio internacional ya se estaba manifestando antes 
del accidente del Rana Plaza. Los “Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos”3 fueron adopta-
do en el Consejo de Derechos Humanos de la ONU en 2011. Los principios se basan en tres pilares:

	– El deber del Estado de proteger contra los abusos contra los derechos humanos.

	– La responsabilidad de las empresas de respetar los derechos humanos y evitar abusos en el desarrollo de sus 
actividades.

	– Es responsabilidad compartida del Estado y de las empresas gestionar y remediar, a través de sus respectivos 
canales, los derechos humanos y los daños cometidos por el sector empresarial.

Los criterios ESG (ambientales, sociales y de gobernanza) han ganado una creciente popularidad en los últimos 
años, pero también ha habido una reacción contraria, en especial en los últimos años, hacia las inversiones ESG, 
con algunos inversores y analistas formulando críticas.

Una crítica de la inversión que se base en criterios ESG es que puede limitar las opciones de inversión o dar lugar a 
rendimientos más bajos. Algunos argumentan que al priorizar los factores ESG, los inversores pueden dejar de lado 
oportunidades más rentables. Las empresas que priorizan los factores ESG pueden tener costes más altos y por tan-
to una menor rentabilidad. Se ha abierto aquí una polémica que previsiblemente se agudizará en el próximo futuro.

Sin embargo, hay opiniones que señalan que las inversiones ESG pueden generar rendimientos comparables o 
incluso mejores que las inversiones tradicionales, y que las empresas con prácticas ESG sólidas pueden tener un 
menor riesgo y un mayor rendimiento a largo plazo.

Una crítica es que los criterios ESG pueden ser difíciles de medir y evaluar, a pesar de que las empresas o entidades 
que realizan auditorías sobre factores ESG han realizado esfuerzos para mejorar la calidad y la estandarización de 
los datos y de su análisis. Por poner un ejemplo, ¿cómo se evalúa correctamente que los salarios en un país de bajo 
nivel de desarrollo están por debajo de los niveles aceptables, o son simplemente el reflejo de unas condiciones 
económicas determinadas? ¿Cómo se determina cuál es el salario “socialmente” responsable? Es obvio que este 
tipo de análisis presenta grandes dificultades.

Son diversos los temas que generan polémica. Algunos críticos argumentan que la inversión que considera criterios 
ESG está impulsada más por motivaciones políticas o ideológicas. Otros inversores, por el contrario, ven el empleo 

3	 https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf

https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf
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de criterios ESG como una forma de alinear su actividad con sus valores, y defienden que las empresas con prácti-
cas ESG sólidas pueden ser más resistentes y estar mejor posicionadas para el éxito a largo plazo.

Quizás el ejemplo más destacado de estas diferencias de valoración es la polémica desatada en Estado Unidos. 
Políticos republicanos han criticado las inversiones ESG, alegando que las instituciones financieras no deberían 
invertir en las llamadas “agendas políticas progresistas (woke)”.

A principios de 2013 la Cámara de Representantes aprobó un proyecto de ley, presentado por el representante 
republicano Andy Barr, para bloquear una norma de la Administración Biden que permite a los administradores 
de fondos de pensiones considerar criterios ESG para planes de jubilación, alegando que los planes de jubilación 
deben centrarse únicamente en maximizar los rendimientos en lugar de agendas woke. Un grupo de Estados go-
bernados por republicanos recurrió esta norma de la Administración Biden ante los tribunales, argumentando que 
“socava la protección de los ahorros de jubilación” de 152 millones de trabajadores y que los gestores de los fondos 
deberían dar prioridad a los rendimientos financieros.

El Senado aprobó posteriormente el proyecto de ley de los republicanos, con una votación de 50-46, con dos sena-
dores demócratas votando junto con los republicanos, pero finalmente sería objeto de veto por parte del presidente 
Biden.

La respuesta del Departamento de Trabajo y los defensores de la norma aprobada por la Administración Biden ar-
gumentó que los factores ESG son relevantes para los rendimientos financieros, ya que las inversiones sujetas a los 
riesgos del cambio climático pueden afectar en última instancia las ganancias.

El caso de Estados Unidos es una muestra del debate que existe acerca del empleo de criterios ESG en la actividad 
económica, sobre el que no existe unanimidad. En este sentido, es un anticipo de nuevas polémicas y enfrenta-
mientos que se producirán en el futuro, no sólo en Estados Unidos sino también en otros países.

Nuevas iniciativas internacionales en materias de 
derechos humanos y sostenibilidad 

La Unión Europea venía prestando desde hace tiempo una especial atención a ciertos sectores que presentan un 
particular riesgo de causar impactos adversos sobre los derechos humanos y el medio ambiente, como la comer-
cialización de madera y productos derivado, o la importación de determinados minerales procedentes de zonas de 
conflicto, habiendo aprobado diversos reglamentos relativos a estos sectores.

La Unión Europea ha asumido con determinación la necesidad de impulsar regulaciones sobre temas de respon-
sabilidad social corporativa y gobernanza. En esta línea se inscribe la aprobación en 2022 por parte de la Comisión 
Europea de una propuesta de directiva sobre diligencia debida de las empresas en materia de sostenibilidad4.

Según la justificación de la propuesta, por parte de la Comisión, “la propuesta tiene por objeto fomentar un com-
portamiento empresarial sostenible y responsable a lo largo de las cadenas de suministro mundiales. Las empresas 
desempeñan un papel clave en la construcción de una economía y una sociedad sostenibles. Se les exigirá que de-
terminen y, en caso necesario, prevengan, atajen o mitiguen los efectos adversos de sus actividades en los derechos 
humanos (por ejemplo, trabajo infantil y explotación de los trabajadores) y en el medio ambiente (por ejemplo, 
contaminación y pérdida de biodiversidad)”5.

Esta propuesta de directiva se dirige a grandes empresas, de más de 250 trabajadores y 40 millones de euros de fac-
turación. La directiva establece una obligación de diligencia debida de las empresas, que deben identificar, poner 
fin, prevenir, mitigar y contabilizar los impactos negativos sobre los derechos humanos y el medio ambiente en las 
propias operaciones de la empresa, sus subsidiarias y en general a lo largo de sus cadenas de valor. La directiva se 

4	 Se puede consultar la propuesta de directiva en: https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:52022PC0071&from=EN 

5	 Comunicado de prensa de la Comisión recogido en https://ec.europa.eu/commission/presscorner/detail/es/ip_22_1145. En está página web 
se pueden encontrar otros documentos relevantes sobre la directiva.

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:52022PC0071&from=EN
https://ec.europa.eu/commission/presscorner/detail/es/ip_22_1145
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aplica también a empresas que no sean de la Unión Europea pero que alcancen un volumen de empleo y negocios 
en la zona como el que obliga a las empresas europeas.

Adicionalmente, ciertas grandes empresas necesitan tener un plan para garantizar que su estrategia empresarial 
sea compatible con la limitación del calentamiento global a 1,5 °C en línea con el Acuerdo de París.

Se atribuye un importante papel a los Estados miembros, que designarán los órganos administrativos nacionales 
encargados de supervisar el cumplimiento de estas obligaciones, y podrán imponer sanciones en caso de incum-
plimiento. Además, las víctimas de actuaciones que se considere que incumplen las normas podrán emprender 
acciones legales y pedir compensaciones.

Un elemento importante es que se implica directamente a los directivos de las empresas en el cumplimiento de 
estas obligaciones de diligencia debida: “Por eso, la propuesta también introduce la obligación de los directivos de 
establecer y supervisar la aplicación de la diligencia debida y de integrarla en la estrategia empresarial. Además, al 
cumplir su deber de actuar en el mejor interés de la empresa, los directivos deben tener en cuenta las consecuen-
cias de sus decisiones en materia de derechos humanos, cambio climático y medio ambiente. Cuando los directivos 
de las empresas disfruten de una remuneración variable, se les incentivará a contribuir a la lucha contra el cambio 
climático con referencia al plan de empresa”6.

Prácticamente en paralelo, la Unión Europea puso en marcha una iniciativa muy relacionada con esta directiva, 
relativa al trabajo forzoso. En septiembre de 2022 la Comisión Europea aprobó una propuesta de reglamento, cuyo 
objetivo central es que las empresas no deben comercializar en la Unión productos fabricados con trabajo forzoso, 
ni deben exportar tales productos. Las disposiciones de la propuesta se aplicarían a los productos de cualquier 
tipo, incluidos sus componentes, independientemente del sector o la industria. Se otorga una especial atención al 
trabajo infantil.

El Convenio de la OIT sobre el trabajo forzoso define el trabajo forzoso como “todo trabajo o servicio exigido a una 
persona bajo amenaza de sanción y para el cual la persona no se haya ofrecido voluntariamente”. La Organización 
Internacional del Trabajo (OIT) estima que el número de personas en situación de trabajo forzoso en el mundo es 
de alrededor de 27,6 millones, incluidos 3,3 millones de niños.

En el momento de aprobar su propuesta de reglamento no existía legislación en la UE que faculte a las autoridades 
de los Estados miembros para excluir del mercado un producto fabricado con trabajo forzoso.

De acuerdo con la propuesta de la Comisión, los Estados miembros serían responsables y estarían facultados para 
retirar del mercado de la UE los productos fabricados con trabajo forzoso. Las autoridades de los países de la UE 
serían pues responsables de que el reglamento se aplique de forma efectiva.

Las autoridades nacionales deberían poner en marcha investigaciones sobre productos sobre los que existen sos-
pechas fundadas de que se han fabricado utilizando trabajo forzoso. Si se confirman esas sospechas, deberían 
ordenar su retirada y prohibir su comercialización y exportación. En caso de que se detectaran infracciones, las 
autoridades podrían imponer sanciones.

Esta propuesta de reglamento sobre el trabajo forzoso complementaría la directiva citada anteriormente. Las em-
presas incluidas en el ámbito de aplicación de la directiva tendrían que incluir los riesgos del trabajo forzoso en 
la diligencia debida sobre sus cadenas de suministro. Ello afecta a todos los sectores, aunque cabe considerar que 
algunos, como servicios, textiles, minería y agricultura, se ven particularmente afectados7.

La iniciativa sobre trabajo forzoso se enmarca en una iniciativa más general en la comunidad internacional. La 
Organización Internacional del Trabajo ha aprobado convenios dirigidos a la erradicación del trabajo forzoso. La 
erradicación del trabajo forzoso en 2030 y del trabajo infantil en 2025 está incluida en los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible de las Naciones Unidas. Por otra parte, algunos países han aprobado legislación sobre el tema, como es 

6	 Comunicado de prensa de la Comisión mencionado en la nota a pie de página anterior.

7	 Para ampliar la información sobre la propuesta de reglamento sobre trabajo forzoso se puede consultar la nota del Parlamento Europeo 
(2023).
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el caso de Estados Unidos con la Uyghur Forced Labor Prevention Act (UFLPA) de 2021 que ha pasado a ser consi-
derado como un precedente clave en legislaciones sobre diligencia debida en cadenas de suministro.

El objetivo de la UFLPA es prevenir la entrada en Estados Unidos de bienes producidos en Xinjiang, en la que se 
presume que las prácticas de trabajo forzoso están ampliamente extendidas. La ley establece que cualquier bien 
extraído, producido o fabricada total o parcialmente en la Región Autónoma de Xinjiang debe asumirse que es 
producto del trabajo forzoso a menos que se demuestre lo contrario mediante “pruebas claras y convincentes”. Esta 
“presunción refutable” significa que de entrada se prohíbe la entrada en Estados Unidos de los bienes procedentes 
de Xinjiang.

Más de un millón de uigures y otras minorías étnicas y religiosas musulmanas han sido detenidos en “campos de 
reeducación” en Xinjiang, según ciertas estimaciones. El Departamento de Trabajo de Estados Unidos estima que 
100.000 trabajadores pueden estar trabajando en condiciones de trabajo forzado en China8. 

La Administración estadounidense ha elaborado instrucciones detalladas para las empresas sobre cómo llevar a 
cabo la debida diligencia en materia de derechos humanos, y cómo analizar la cadena de suministro para demos-
trar que los bienes no han sido producidos con trabajo forzoso. 

Un aspecto importante es que la legislación estadounidense toma en consideración el hecho de que bienes produ-
cidos en Xinjiang pueden no proceder directamente de esta región, sino indirectamente a través de su incorpora-
ción en la producción de bienes en otras partes de China. Solo alrededor del 0,01% del total de bienes importados en 
Estados Unidos proviene directamente de Xinjiang, aunque con una tendencia creciente. Sin embargo, las materias 
primas y los componentes de la región se integran en productos elaborados en otras partes de China o canalizados 
a través de otros países antes de ser exportados a Estados Unidos. Alrededor de una quinta parte del algodón del 
mundo se produce en Xinjiang, gran parte del cual se incorpora a productos acabados fuera de esta región, al igual 
que aproximadamente la mitad del polisilicio del mundo, utilizado en paneles solares fabricados en varios países. 

Inicialmente, se estableció que los controles se centrarían en cuatro sectores de alto riesgo (prendas de vestir, algo-
dón, tomates y polisilicio), o asociados con 20 empresas identificadas como usuarias de trabajo forzoso.

Las obligaciones que se establecen sobre los importadores son estrictas. Los importadores deben probar que sus 
productos no proceden total o parcialmente de Xinjiang, o que sus productos, aunque procedan de esta región, 
no se han fabricado con trabajo forzoso. Las empresas están obligadas a realizar la debida diligencia en materia 
de derechos humanos en su cadena de suministro e implementar medidas para prevenir y mitigar los riesgos de 
violación de derechos humanos.

En medios empresariales de Estados Unidos se han formulado críticas contra la estricta naturaleza de las normas 
de la UFLPA, y en concreto sobre las dificultades a las que se pueden enfrentar las empresas para cumplir con di-
chas normas. Entre otras cuestiones, algunas de los cuales se están planteando también desde medios empresaria-
les europeos, se han mencionado las siguientes:

	– La incapacidad para obtener información de todos los proveedores en la cadena de suministro que no estén 
relacionados con proveedores inmediatos.

	– La incapacidad para producir auditorías “creíbles”, tal como se exigen en la ley.

	– La necesidad que pueden tener las empresas de cumplir con leyes extranjeras que pueden entrar en contradic-
ción con la UFLPA.

	– Las dificultades, y consiguientes costes (en dinero y tiempo), para encontrar suministradores alternativos a los 
de Xinjiang, lo cual puede ocasionar trastornos en la actividad de las empresas y pérdida de su competitividad.

Diversas empresas estadounidenses han comenzado de todas formas a tomar medidas para intentar cumplir con 
los requerimientos de la UFLPA. Entre estas medidas, cabe citar por ejemplo la solicitud de declaraciones a sus 
proveedores que acrediten el origen específico del producto y, para entidades en China, que certifiquen que no se 
ha utilizado trabajo forzoso u otras formas prohibidas de trabajo, como trabajo infantil. Igualmente, la solicitud de 

8	 Center for Strategic and International Studies (2022).
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facturas de los productos empleados a lo largo de la cadena de suministro, conocimientos de embarque, registros 
de producción y otras pruebas documentales para respaldar los certificados del país de origen y las declaraciones 
de los proveedores.

La otra gran referencia nacional es la legislación alemana, que entró en vigor en enero de 2023. La ley alemana de 
Diligencia Debida de la Cadena de Suministro requiere que las grandes empresas realicen actividades de diligen-
cia debida en la cadena de suministro, con el fin de que identifiquen, prevengan y aborden los abusos contra los 
derechos humanos y el medio ambiente tanto dentro de sus propias operaciones como en las de sus proveedores 
directos.

La nueva ley exige que las grandes empresas se aseguren de que se cumplen las normas sociales y ambientales en 
su cadena de suministro. Las empresas están obligadas a supervisar sus propias operaciones y las sus proveedores 
directos en todo el mundo, y deben tomar medidas si encuentran violaciones.

La ley se aplica a grandes empresas, con un calendario. A partir de 2023 se aplica a las empresas con sede en Alema-
nia y a las sucursales de empresas extranjeras registradas en el país con más de 3.000 empleados. 

A partir de 2024, la ley se aplica a empresas con sede en Alemania y las sucursales de empresas extranjeras registra-
das en el país con más de 1.000 empleados.

La ley alemana de diligencia debida requiere que estas empresas establezcan procesos para identificar, evaluar, 
prevenir y remediar los riesgos e impactos ambientales y de derechos humanos en sus cadenas de suministro y en 
sus propias operaciones. También deben asegurarse de proporcionar canales para que los empleados de provee-
dores indirectos (proveedores con los que no tienen una relación comercial directa) puedan presentar una queja 
alertando a la empresa sobre violaciones de derechos humanos o ambientales.

Los riesgos que las empresas deben vigilar incluyen:

	– Trabajo forzoso.

	– Trabajo infantil.

	– Discriminación.

	– Violaciones a la libertad sindical.

	– Empleo poco ético.

	– Condiciones de trabajo inseguras.

	– Degradación ambiental.

Las empresas están obligadas a:

	– El establecimiento de un sistema de gestión de riesgos.

	– La asignación interna de responsabilidades, por ejemplo, el nombramiento de un oficial de derechos humanos.

	– La realización de análisis de riesgos de manera regular.

	– Adopción y comunicación de políticas de derechos humanos.

	– El establecimiento de medidas preventivas en su propio ámbito de negocio y en relación con sus proveedores 
directos.

	– La adopción de medidas correctivas en caso de que se detecten violaciones de las obligaciones de la ley.

	– El establecimiento de un procedimiento para efectuar denuncias.

	– El establecimiento de medidas de diligencia debida con respecto a los riesgos en los proveedores indirectos.

	– Las empresas deben publicar un informe anual que describa los pasos que han tomado para identificar y abor-
dar estos riesgos.
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Si las empresas cubiertas por el alcance de la ley no cumplen con sus requisitos, pueden enfrentarse a sanciones: 
multas de hasta 800.000 euros, o hasta el 2% de su facturación global media anual; exclusión de la adjudicación de 
contratos públicos en Alemania durante un período de hasta tres años.

Cuestiones desde la perspectiva empresarial

Las iniciativas sobre derechos humanos, sostenibilidad, responsabilidad social corporativa, han provocado en el 
mundo empresarial reacciones diversas. Por un lado, las empresas están de acuerdo en los objetivos finales de es-
tas iniciativas: garantizar el respeto de los derechos humanos, evitar el trabajo forzoso, eliminar el trabajo infantil, 
proteger el medio ambiente. Pero en ciertos sectores empresariales se tiene la percepción de que se desconfía de 
las empresas, de que se piensa que en éstas priman por encima de todo sus objetivos de beneficio y se relegan a un 
segundo plano los objetivos sociales.

Una gran mayoría de las empresas están plenamente de acuerdo con los objetivos generales de estas iniciativas. De 
hecho son numerosas las empresas que desde hace tiempo han incorporado en su estrategia, por propia iniciativa, 
objetivos de responsabilidad social corporativa. Lo han hecho, en primer lugar, porque consideran que son objeti-
vos necesarios desde un punto de vista ético. En segundo lugar, porque estos aspectos han adquirido una creciente 
importancia en lo relativo a la reputación de las empresas, y por tanto a la forma en que son percibidas por sus 
stakeholders, no solamente los clientes, pero también sus suministradores, las autoridades, sus empleados. 

Las empresas, por tanto, están de acuerdo por regla general en trabajar por los objetivos de sostenibilidad y respon-
sabilidad social corporativa. Pero entre ciertos sectores empresariales se contempla con un cierto espíritu negativo 
la percepción de que las autoridades, nacionales y supranacionales, tienen una visión sobre su actitud que no se 
corresponde con la realidad.

Por otro lado, en amplios sectores empresariales se tiene la percepción de las iniciativas normativas que se pre-
tenden poner en marcha no tienen suficientemente en cuenta la realidad y los condicionantes con los que operan 
las empresas. A pesar de los mecanismos de consulta que se han establecido, por ejemplo en la Unión Europea, 
muchas empresas consideran que sus circunstancias no han sido tenidas en cuenta, que las normas se diseñan al 
margen de la realidad empresarial, y que estas normas pueden tener un efecto negativo sobre el funcionamiento 
competitivo de las empresas. 

En el caso de la Unión Europea, esto es especialmente relevante si tenemos en cuenta que empresas de otras zonas 
del mundo pueden operar con unos condicionamientos muy diferentes, menos exigentes, de forma que sus con-
diciones de competitividad son más favorables en relación con las limitaciones a las que tienen que ajustarse las 
empresas europeas. 

Vamos a repasar a continuación algunas de las cuestiones relativas a las iniciativas de la HD de la Unión Europea 
sobre derechos humanos y sostenibilidad que afectan a la actividad de las empresas.

Normas de difícil cumplimento
En amplios círculos empresariales si considera que algunas de las normas que se están considerando no tienen en 
cuenta de manera suficiente la realidad de la actividad de las empresas.

Por ejemplo, los reguladores creen que una empresa no puede garantizar que en todas las etapas de su cadena de 
valor no solo se evita el trabajo infantil, sino también que se cumplen las normas ambientales internacionales, se 
garantiza la libertad religiosa y se permite la formación de sindicatos, por citar algunos ejemplos. 

Para muchas empresas, medianas e incluso grandes, garantizar el cumplimiento de estos requisitos puede ser una 
tarea imposible. Supervisar estos condicionamientos es difícil incluso para las empresas grandes, pero puede ser 
prácticamente imposible para empresas medianas.

Se plantean normas que exigen a las empresas que instrumenten diligencia debida en toda la cadena de valor, tan-
to “hacia arriba” (sus cadenas de suministro) como “hacia abajo” (sus cadenas de ventas). Esto implica controlar 
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cadenas de valor complejas y muy extensas. Es muy posible que las empresas carezcan de los medios para tener un 
conocimiento completo de los múltiples agentes que pueden participar en estas cadenas. También es posible que 
haya gobiernos que pongan obstáculos, o simplemente prohíban, que se analicen las condiciones de los derechos 
humanos o del medio ambiente en sus países.

En resumen, puede haber casos en los que se exija un cumplimiento de unos requisitos que no es factible en la 
práctica. Por ello, desde diversas organizaciones empresariales se ha planteado que se limite la diligencia debida a 
lo que las empresas realmente pueden controlar: sus propias operaciones, las de sus subsidiarias y las de proveedo-
res en un primer nivel de la cadena de suministro ascendente. Es decir, aquellos segmentos de la cadenas de valor 
sobre los que las empresas pueden tener conocimiento y capacidad de control.

Un ámbito demasiado amplio
Las propuestas que están circulando son a veces excesivamente amplias en cuanto a su alcance, incluyendo aspec-
tos sociales y ambientales que, de nuevo, pueden exceder la capacidad de intervención o control por parte de las 
empresas. 

Muchas empresas creen que el ámbito de aplicación debería limitarse a los derechos humanos. Cuanto más amplio 
sea el ámbito de aplicación (incorporando cuestiones como el cambio climático y el medio ambiente), más difícil y 
costoso será para las empresas cumplir con éxito las obligaciones de diligencia debida.

La definición de los productos o grupos de productos para los que los operadores económicos tendrían que facili-
tar a las autoridades aduaneras información sobre la identificación del producto, información sobre el fabricante 
o productor e información sobre los proveedores de productos debería ser clara, con el fin de evitar confusiones o 
incertidumbres.

La cuestión de la responsabilidad civil
En algunas de las normas en proceso de elaboración, como la referente a la directiva sobre diligencia debida de las 
empresas en materia de sostenibilidad, se incluyen disposiciones sobre responsabilidad civil de las empresas. La 
idea ha suscitado en general bastante rechazo entre los medios empresariales que se han manifestado al respecto.

Se ha señalado, en primer lugar, que representa una duplicación de las disposiciones nacionales existentes en ma-
teria de responsabilidad civil, que ya contemplan la posibilidad de pedir responsabilidad civil por actuaciones irre-
gulares y/o dañinas.

Por otra parte, teniendo en cuenta que la responsabilidad civil se basa en un comportamiento personal inadecua-
do, las empresas no deberían ser consideradas responsables de daños que no han causado, sino que son responsa-
bilidad de otras empresas de su cadena de valor, de las cuales, como se ha señalado anteriormente, pueden tener 
un conocimiento muy limitado9.

Riesgos para el mercado único
Un tema, que puede tener implicaciones importantes sobre el mercado único, es el de las diferencias que se pueden 
generar si la aplicación de las normas corresponde a los Estados nacionales. Existe un riesgo de que se rompa el 
mercado único, de que no exista un level playing field en el mercado europeo.

Por ejemplo, según la propuesta inicial de reglamento sobre trabajo forzoso, el seguimiento y la aplicación se atri-
buyen a los distintos Estados miembros. De ahí que se abra la posibilidad de diferencias importantes entre unos y 
otros países: en los requisitos que se exijan a las empresas, las medidas de control, las sanciones, etc. Esto puede 
obviamente incidir directamente en los costes y la competitividad de las empresas.

9	 Sobre el tema de la responsabilidad civil pueden verse las declaraciones de Karl Haeusgen, presidente de la Asociación de Ingeniería Mecánica 
VDMA, que representa a más de 3.500 empresas alemanas y europeas en la industria de la ingeniería y maquinaria: https://www.euractiv.
com/section/economy-jobs/opinion/the-proposal-on-due-diligence-is-a-threat-to-europes-competitiveness/

https://www.euractiv.com/section/economy-jobs/opinion/the-proposal-on-due-diligence-is-a-threat-to-europes-competitiveness/
https://www.euractiv.com/section/economy-jobs/opinion/the-proposal-on-due-diligence-is-a-threat-to-europes-competitiveness/
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La propuesta de reglamento prevé que las sanciones sean determinadas por los Estados miembros. Éstos pueden 
establecer sanciones que varíen mucho entre unos y otros países. El incumplimiento tendría por tanto consecuen-
cias más onerosas en las empresas de unos Estados miembros que en las de otros. 

De igual forma, los recursos y el rigor en el seguimiento y cumplimiento de las normas puede variar mucho. Se ve-
rían así penalizadas las empresas de aquellos países en los que las normas de diligencia debida o de trabajo forzoso 
fueran aplicadas con mayor rigor.

Desventaja con otros países
Las autoridades de la UE deben tener en cuenta que estas normas sobre diligencia debida y trabajo forzoso pueden 
colocar en una situación de falta de competitividad a las empresas europeas en relación con las empresas de otros 
países en los que no se apliquen este tipo de normas.

Desde sectores empresariales se ha expresado la preocupación de que empresas europeas, sobre todo las de tama-
ño pequeño y mediano, que tienen menos recursos para cumplir con los requerimientos de las nuevas normativas, 
terminen siendo sustituidas por empresas (a menudo controladas por el Estado) de otras regiones del mundo don-
de los derechos humanos y el medio ambiente reciben una atención menor (o nula). 

Impacto sobre la autonomía estratégica de la UE
Desde un punto de vista geopolítico, los aspectos mencionados en los puntos anteriores pueden tener un efecto 
negativo sobre la diversificación de fuentes de suministro, y por tanto sobre el objetivo de lograr una mayor auto-
nomía estratégica de la UE.

El concepto de autonomía estratégica se refiere a la idea de que la UE debería ser capaz de desarrollar su propia 
política y de actuar de manera independiente en el mundo, sin depender demasiado de otros países o bloques de 
países. Supone por tanto la capacidad de tomar decisiones y adoptar medidas en cuestiones de seguridad, defensa, 
política exterior y también comercio internacional.

El concepto de autonomía estratégica ha adquirido especial importancia en los últimos años debido a una serie de 
factores, como el ascenso de China, los enfrentamientos entre este país y Estados Unidos y la guerra de Ucrania.

Los defensores de la autonomía estratégica de la Unión Europea argumentan que es necesario que ésta tenga un 
mayor control sobre su evolución y pueda responder a los problemas a los que se enfrente, y defender sus intereses, 
de una manera independiente. 

El concepto de autonomía estratégica de la Unión Europea es objeto de debates, no existe un consenso claro sobre 
el mismo entre los países europeos. 

En todo caso, y en lo que respecta al tema que estamos tratando en estas páginas, en la medida en que las empresas 
tengan más limitaciones para sus fuentes de aprovisionamiento, por la necesidad de cumplir con los requerimien-
tos de diligencia debida y trabajo forzoso, las capacidades de la Unión Europea para tener una mayor autonomía 
estratégica se verán limitadas.

Algunas conclusiones y recomendaciones

En este último epígrafe el objetivo es realizar algunas conclusiones y recomendaciones en función de lo expuesto 
a lo largo del texto.

1- De entrada, hay que resaltar que las empresas asumen la importancia que tienen los factores de derechos huma-
nos, y los criterios ESG en general, en su actividad. 

Con frecuencia se formulan críticas a las empresas que aluden a su falta de sensibilidad por estos temas, denun-
ciando que su única preocupación es de tipo económico, es decir, la obtención de rentabilidad y beneficios.
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Esta idea no es correcta. Las empresas, en los últimos años, han ido incorporando de forma creciente la necesidad 
de tener en cuenta en su estrategia los temas de derechos humanos, medioambientales, responsabilidad social 
corporativa, etc. Lo han hecho en primer lugar porque las empresas forman parte de la sociedad, están integradas 
por personas, y también funcionan de acuerdo con criterios éticos. Las empresas pertenecen en última instancia y 
son gestionadas por personas.

En segundo lugar, existen razones económicas que impulsan a las empresas a tener en cuenta estos factores. La 
reputación de las empresas depende hoy en día, en una importante medida, de cómo perciben los ciudadanos su 
papel en la sociedad. Una mala reputación puede tener consecuencias negativas para la actividad, y por tanto la 
rentabilidad, de las empresas. Por ello es por lo que se está prestando una creciente atención al impacto de la ac-
tuación de las empresas en las sociedades en las que están presentes.

2- Las empresas deben tomar conciencia de estos condicionantes y adoptar las medidas adecuadas.

Las nuevas normas de la Unión Europea que hemos comentado en el texto, sobre diligencia debida y trabajo forzo-
so, pueden llevar un tiempo en su desarrollo e implementación que es de difícil estimación. Si embargo, cabe hacer 
algunas recomendaciones de tipo general.

En primer lugar las empresas deben hacer un esfuerzo para establecer controles internos y medidas de supervisión 
sobre sus operaciones y sus cadenas de suministro y ventas, que les permitan conocer qué es lo que ocurre en el 
interior de las mismas.

En segundo lugar, deben elaborar una estrategia de actuación que demuestre su compromiso con el respeto de los 
derechos humanos y laborales. Esta estrategia debe ser aprobada por el Consejo de Administración de la empresa, 
que tendría que establecer mecanismos para su seguimiento regular. Por ejemplo, puede ser recomendable crear 
un comité dentro del Consejo de Administración de la empresa como responsable del tema. Este comité debería 
reportar al Consejo de Administración de manera regular.

Este comité, o la empresa – si no existe un comité específico sobre el tema- debe garantizar que los procedimientos 
internos de seguimiento se programen de forma adecuada para obtener información sobre la actividad de la em-
presa y el respeto de sus obligaciones.

Así, por ejemplo, una empresa debe establecer un código de comportamiento sobre los procedimientos de trabajo 
con sus proveedores, para que, en la medida de lo posible, se garantice el cumplimiento de las medidas de protec-
ción de los derechos humanos. Este código de comportamiento debe extenderse también a los suministradores 
indirectos, o proveedores de sus proveedores directos. 

3- Las autoridades, nacionales y supranacionales, deben llevar a cabo una labor de pedagogía y difusión en la so-
ciedad en general, y entre las empresas en particular. Muchas empresas tienen desconocimiento sobre estos temas. 
Tienen desconocimiento, además, sobre las normas que se encuentran en proceso de discusión y serán aplicadas 
en un próximo futuro, unas normas que les van a afectar de manera directa.

Se trata, en primer lugar, de transmitir a las empresas la necesidad de que incorporen estas cuestiones en su estra-
tegia de actuación. Asimismo, se trata de informarlas de cuáles son los temas en los que se está focalizando la aten-
ción. De esta forma las empresas pueden iniciar cuando antes un proceso de evaluación de sus procedimientos, y 
pueden empezar a diseñar e instrumentar los mecanismos de control adecuados.

En este aspecto las referencias internacionales pueden ser de gran utilidad. Las Administraciones y las organizacio-
nes empresariales deben realizar un trabajo de benchmarking, con el fin de identificar aquellas mejores prácticas 
que pueden resultar referencias útiles. Por citar una referencia concreta, el Gobierno de Noruega ha elaborado una 
guía, A Guide to Human Rights Due Diligence in Global Supply Chains, con el objetivo de orientar a las empresas10.

4- Las Administraciones deben establecer plataformas de diálogo con las empresas. Una queja de éstas, a la que 
hemos aludido anteriormente, es que con frecuencia los legisladores, tanto a nivel nacional como supranacional, 
no conocen la realidad de las empresas. El resultado es que se aprueban normas que pueden ser de muy difícil 

10	 Esta guía está disponible en: https://www.ajsosteniblebcn.cat/human-rights-due-diligence-in-global-supply-chains_28919.pdf

https://www.ajsosteniblebcn.cat/human-rights-due-diligence-in-global-supply-chains_28919.pdf


Real Instituto Universitario de Estudios Europeos | 17

cumplimiento, o pueden representar costes muy elevados para las empresas, con la consiguiente merma de su 
competitividad.

En estos temas nos estamos moviendo en un contexto complejo, en el que intervienen diferentes países, y por con-
siguiente diferentes legislaciones y prácticas de funcionamiento.

Las empresas sienten en ocasiones que estos condicionantes no son debidamente tenidos en cuenta. Por ello es por 
lo que es preciso que las Administraciones, nacionales y supranacionales, mantengan un diálogo fluido y constante 
con empresas y organizaciones empresariales. 

Se trata de buscar un equilibrio, que sin duda puede ser difícil de alcanzar en determinadas ocasiones, entre los 
requerimientos para asegurar el respeto de los derechos humanos y los condicionantes que pesan sobre las empre-
sas. Pero sin duda, un buen conocimiento mutuo, el diálogo, facilita la consecución de ese equilibrio.

5- Es necesario que estas cuestiones se planteen a nivel de los organismos multilaterales. 

Como se ha mencionado, la imposición de normas más estrictas en unos países puede generar una situación de 
desventaja frente a otros países en los que el seguimiento de estos temas sea más relajado.

Es por tanto conveniente “multilateralizar” esta problemática. Es cierto que a nivel de Naciones Unidas, de OCDE, 
ya se han abordado iniciativas. Pero es preciso profundizar en este camino, buscando que en los mercados interna-
cionales exista un level playing field que evite que empresas de determinadas procedencias se encuentren en una 
situación de desventaja frente a otras empresas.

Como un ejemplo concreto, la Unión Europea debería plantearse impulsar este tema en el seno de la Organización 
Mundial de Comercio. Y debería igualmente plantearse profundizar en los anteriormente citados “Principios Rec-
tores de las Naciones Unidas sobre las Empresas y los Derechos Humanos” que fueron aprobados en 201111.

6- Los gobiernos deben defender a las empresas que intentan cumplir con sus obligaciones y que se ven penaliza-
das por gobiernos de otros países.

Las empresas deben ser defendidas y respaldadas, bien sea por sus gobiernos o por instituciones supranacionales 
como la UE. Si una empresa, como ha sucedido en China, es represaliada porque adopta procedimientos para ga-
rantizar que en sus suministros se respetan los derechos humanos, es preciso responder, con sanciones económi-
cas en primer lugar. Los gobiernos de los países en los que se violen los derechos humanos deben ser conscientes 
de que si toman medidas contra las empresas, se van a enfrentar a una respuesta.

El tema no es sencillo. En estas cuestiones, como en muchas otras, se tropieza con la desventaja que supone la “asi-
metría” en las condiciones en las que actúan los poderes públicos en los países democráticos y en los autoritarios. 
En los países democráticos los gobiernos están sometidos a las leyes, los procedimientos. El poder judicial es inde-
pendiente. En los países autoritarios, como China, los gobiernos actúan sin estas cortapisas. No hay independencia 
del poder judicial, y los tribunales siguen las instrucciones que reciben de las autoridades.

Pero, al igual que existen mecanismos para adoptar medidas antidumping, se deben instrumentar procedimientos 
para responder a actuaciones abusivas de gobiernos autoritarios.

Las empresas, en suma, tienen que sentir que cuentan con una protección, un respaldo para cumplir sus obligacio-
nes. No se puede exigir a las empresas que cumplan con determinados requisitos, y dejarlas desamparadas cuando 
se enfrentan a represalias o penalizaciones por parte de los países en los que deben supervisar el cumplimiento de 
esos requisitos.

7- Los países democráticos, y en particular de la UE, deben armonizar sus políticas, con el fin de que no haya dife-
rencias significativas entre las normas que se aplican en unos y otros países.

En el caso de Alemania ya ha habido protestas desde sectores empresariales, que apuntan a que con la nueva legis-
lación sobre diligencia debida las empresas alemanas van a estar en desventaja frente a empresas competidoras de 
otros países que no están sometidas a los mismos requisitos.

11	 https://www.ohchr.org/es/special-procedures/wg-business/mandatory-human-rights-due-diligence-mhrdd

https://www.ohchr.org/es/special-procedures/wg-business/mandatory-human-rights-due-diligence-mhrdd
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Por ello hay que plantear el establecimiento a nivel europeo de una armonización de las normas. Hay que tener 
en cuenta que el papel de las autoridades nacionales va a ser muy relevante, tanto en lo que se refiere a diligencia 
debida en materias de sostenibilidad como en trabajo forzoso. 

Esta armonización debería definir las líneas básicas del código de conducta que las empresas, de un cierto tamaño, 
deberían adoptar sobre los procedimientos de control en sus cadenas de suministros, para que en éstas se respeten 
los derechos humanos, laborales, y medioambientales.

La adopción de políticas comunes puede enfrentarse a obstáculos. La Unión Europea ya da muestras de sus dificul-
tades para adoptar una política común en numerosos temas. La ausencia de una política común hacia China es 
un ejemplo, y muy relevante, a los efectos del tema que nos ocupa. 

Pero, si no se puede llegar a una política común de la UE, porque algunos países lo rechazan, cabe explorar algún 
tipo de cooperación reforzada. Si las grandes economías europeas (Alemania, Francia, Italia, España, Países Bajos, 
etc.), se ponen de acuerdo en unas normas comunes, se habrá logrado un gran avance.
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